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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

11072 LEY ORGANICA 2/1988, de 3 de mayo, reguladora de la 
publicidad electoral en emisoras de televisión privada.

JUAN CARLOS I 

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en 

sancionar la siguiente Ley Orgánica:

Artículo único.-1. No podrán contratarse espacios de publicidad 
electoral en las emisoras de televisión privada objeto de concesión.

2. El respeto al pluralismo y a los valores de igualdad en los 
programas difundidos durante los períodos electorales por las emisoras 
de televisión privada objeto de concesión quedarán garantizados por las 
Juntas Electorales en los mismos términos previstos en la legislación 
electoral para los medios de comunicación de titularidad pública.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden 

y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 3 de mayo de 1988.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno.
FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

11073 LEY 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada.

JUAN CARLOS I 

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en 

sancionar la siguiente Ley:

PREAMBULO

La televisión es, en nuestro ordenamiento jurídico y en los términos 
del artículo 128 de la Constitución, un servicio público esencial, cuya 
titularidad corresponde al Estado.

Esta configuración de la televisión como servicio público ha recibido 
el reconocimiento de nuestro Tribunal Constitucional y puede decirse 
que representa, asimismo, un principio ampliamente aceptado en el 
Derecho público europeo, como se recogió en la Conferencia del Consejo 
de Europa sobre política de comunicación celebrada en Viena. La 
finalidad de la televisión como tal servicio público ha de ser, ante todo, 
la de satisfacer el interés de los ciudadanos y la de contribuir al 
pluralismo informativo, a la formación de una opinión pública libre y 
a la extensión de la cultura.

La titularidad estatal del servicio público no implica, sin embargo, 
un régimen de exclusividad o de monopolio, sino que, por el contrario, 
la gestión del servicio puede ser realizada en forma directa, por el propio 
Estado, y de una manera indirecta, por los particulares que obtengan la 
oportuna concesión administrativa.

El Tribunal Constitucional, en sus sentencias número 12, de 31 de 
marzo de 1982, y número 74, de 7 de diciembre de 1982, declaró que 
la llamada «televisión privada» no estaba constitucionalmente impedida 
y que su implantación no era una exigencia jurídico-constitucional, sino 
una decisión política que podía adoptarse siempre que, al organizaría, se 
respetasen los principios de libertad, igualdad y pluralismo.

El Gobierno, de acuerdo con su programa de ampliar al máximo el 
disfrute y la pluralidad de los medios de comunicación y la difusión de 
la información que a través de ellos se canaliza, ha adoptado la decisión 
de regular la gestión indirecta de la televisión, de acuerdo con los 
principios señalados por el Tribunal Constitucional y los que se derivan 
necesariamente de su carácter de servicio público esencial.

En concordancia con estos criterios, la Ley sobre Televisión Privada 
establece que la actividad de las Sociedades concesionarias de dicha 
gestión indirecta se inspirará en los principios expresados en el artículo 
4.° de la Ley 4/1980, de 10 de enero, de Estatuto de la Radio y la 
Televisión.

El modelo de televisión privada que se establece en la Ley es, desde 
el punto de vista geográfico o territorial, de cobertura mixta. Es decir, 
de una parte, se establece que el objeto de las concesiones será la emisión 
de programas de televisión con una cobertura nacional; pero, de otra 
parte, se requiere, asimismo, que las concesiones prevean la emisión de 
programas, por las mismas Sociedades concesionarias, con una cober­
tura limitada a zonas territoriales que se delimitarán en un Plan Técnico 
Nacional.

En cuanto al número de tales concesiones, la Ley, considerando 
conjuntamente cálculos de viabilidad económica para las Empresas 
concesionarias, exigencias o limitaciones técnicas hoy existentes y el 
interés del público por una programación diversificada, ha fijado el 
número de tres.

Se trata de una Ley que quiere estar abierta a futuros cambios o 
innovaciones tecnológicas. Con esta finalidad se ha previsto un instru­
mento -el Plan Técnico Nacional de la Televisión Privada- que podrá 
ser modificado con bastante flexibilidad y en el que se regularán, en cada 
momento, las condiciones técnicas para el funcionamiento de la 
televisión privada.

A fin de asegurar la más estricta igualdad de oportunidades, el 
otorgamiento de las concesiones se hará mediante el oportuno concurso 
público, que se convocará por acuerdo del Consejo de Ministros.

La naturaleza de servicio público de la televisión, su importancia y 
el número limitado de las concesiones conlleva que la Ley introduzca un 
conjunto de normas relativo a las Sociedades privadas que han de 
gestionar dicho servicio, con el objeto de asegurar la solvencia y la 
transparencia financiera de tales Sociedades así como un ensancha­
miento o ampliación del pluralismo informativo a través de su estruc­
tura interna.

Uno de los objetivos de la Ley es que, en efecto, la televisión privada 
sirva para ensanchar las posibilidades del pluralismo informativo en 
España. De ahí que la Ley se haya inspirado para cumplir tal objetivo 
en las normas que los ordenamientos jurídicos de otros sistemas 
democráticos suelen prever para evitar las situaciones contrarias a la 
libre competencia o que puedan implicar la existencia de oligopolios o 
el abuso de una posición dominante.

La adjudicación de las concesiones se hará, en lodo caso, mediante 
criterios objetivos, que se especifican pormenorizadamente en el articu­
lado de la Ley.

Por lo que afecta al contenido de la programación, la Ley, siguiendo 
criterios vigentes entre los países de las Comunidades Europeas, fija 
unos porcentajes mínimos de producción, destinados a fomentar la 
producción y el intercambio de programas en el ámbito de comunica­
ción europeo.

Se determinan, asimismo, los tiempos máximos de emisión que 
pueden ser destinados a publicidad y, en tanto no haya sido regulada la 
materia con carácter general, se limita de modo transitorio la publicidad 
que se refiera al consumo de alcohol, tabaco y cualquier otra sustancia 
nociva para la salud con los mismos criterios que rigen para la televisión 
estatal.

En la Ley se establecen, por último, de acuerdo con el principio de 
legalidad que rige en la materia, las normas correspondientes al régimen 
de infracciones y sanciones administrativas en el ámbito de la televisión 
privada.

CAPITULO PRIMERO 

Disposiciones generales

Articulo 1

Es objeto de la presente Ley regular la gestión indirecta del servicio 
público esencial de la televisión, cuya titularidad corresponde al Estado.

Artículo 2

La gestión indirecta del servicio público de la televisión se realizará 
por sociedades anónimas, en régimen de concesión administrativa, 
conforme a lo previsto por la presente Ley.


